












Política pública de habitantes de calle en Bogotá: avances y necesidades de 
mejora hacia el reconocimiento de derechos fundamentales y dignificación 
humana de personas habitantes de calle 
Resumen 
El actual documento, genera un balance sobre el alcance y debilidades 
institucionales, de la actual política pública de habitante de calle en la ciudad de 
Bogotá. Para el caso, se realiza un estudio conceptual primario de la categoría 
política pública que, en la parte final se complementa con el contenido dado por el 
enfoque de derechos. La lectura sobre esta última categoría mencionada permite 
evidenciar que, tanto la política pública nacional, como la distrital, en lo que 
corresponde a su parte normativa, se encuentran adheridas al enfoque propuesto, 
aunque, al ver materializada la política, es decir en su diseño y ejecución, no se 
agotan todos los presupuestos contenidos en el enfoque de derechos, en tanto la 
atención sobre la población no parece alineada a sus preceptos formulados. 
Palabras claves: Política pública, habitante de calle, enfoque de derechos, 
derechos fundamentales, dignidad humana. 
Abstract 
The present document, make a balance on the scope and institutional weaknesses, 
of the current public policy of street dweller in the city of Bogota. For the case, a 
primary conceptual study of the public policy category is carried out, which in the 
final part is complemented with the content given by the rights approach. The reading 
of this last category makes it possible to show that both national and district public 
policy, in terms of its normative part, are adhered to the proposed approach, 
although, when the policy is materialized, that, in the design and execution, all the 
budgets contained in the rights approach are not exhausted, while attention to the 
population does not seem to be in line with its formulated precepts. 
Key words: Public policy, street dweller, rights approach, fundamental rights, 
human dignity. 
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Introducción 
La discusión central del documento, se establece respecto a la política 
pública de habitabilidad de calle en Bogotá, la cual reposa necesariamente, en la 
configuración de lo estatal, y las relaciones entre este y la sociedad civil que, aunque 
no siempre se dan en los mismos términos, siempre hay cabida al desarrollo de una 
institucionalidad que condensa el aspecto técnico y jurídico de la administración, 
siendo allí, donde se configura la política pública (Correa y Zapata, 2015, p. 182; 
Cifuentes, Díaz y Ariza, 2010, pp. 10-11). 
Bajo este panorama, es que se crea el tema de la problemática como eje de 
decisión de la administración, que convierte a la política pública, en una herramienta 
de intervención frente a un contexto de hechos sociales sobre los cuales se sugiere 
una solución (Calvo, 2005,p. 16); caso puntual del actual documento, la 
problemática se centra en la atención o desatención que puede recibir el habitante 
de la calle, por parte de la administración distrital, a partir del dispositivo de política 
pública. 
En consecuencia, lo que se propone es generar un dialogo jurídico-
institucional, de configuración y acción de la política pública distrital de habitabilidad 
en calle de la ciudad de Bogotá, para lo cual se propone la revisión normativa y 
jurisprudencial del caso, que desde una lectura interdisciplinar ayude a generar 
precisiones respecto a la vulneración o respeto de los derechos humanos de los 
habitantes de la calle, a partir de la aplicación de la política pública distrital 
mencionada. 
En este sentido, la investigación conduce a un ejercicio analítico y reflexivo, 
sobre la manera como en la actualidad, aun cuando existe un marco normativo, se 
presentan factores de vulneración de los derechos mínimos de las personas 
habitantes de calle, con lectura puntual al caso de Bogotá, como lo documentan 
Juan Cepeda y Fernanda Torres (2014, pp. 61-77) o Luis Daza (2017, pp. 51-58), 
entre otros; siendo este un panorama que, logra ser evidente, en tanto se realiza el 
análisis de aplicación de la Política Pública de Habitantes de Calle en la ciudad. 
En su desarrollo esquemático, el documento presenta el panorama central 
de tratamiento normativo de la problemática social asociada al habitante de calle, a 
nivel nacional, lo cual conlleva en lo preciso, a la Ley 1641 de 2013. En un segundo 
momento, se concreta el estudio al caso de Bogotá, y la política pública que tiene 
lugar, para el caso, desde la cual, se realiza su análisis normativo, pero a la vez, el 
análisis socio-jurídico en tanto, su comprensión se hace trayendo a colación los más 
recientes pronunciamientos constitucionales al respecto. 
1. Política pública en su consideración estructural 
En el escenario de la política moderna, se pueden configurar distintos tipos 
de Estado y con ello diferentes tipos de acciones del Estado, lo cual conlleva a 
encontrar que, las relaciones con la sociedad civil no siempre sean las mismas. En 
este sentido, este tipo de relaciones que se dan en el marco de una institucionalidad, 
pasando por lo general por un aspecto técnico y financiero, soportado en la directriz 
sugerida en un documento marco de acción, siendo lo en su conjunto, lo que se 
puede considerar como política pública. 
La anterior, se presenta como la primera aproximación de lo que se puede 
establecer como política pública, alusivo en tanto, a un instrumento de mediación 
entre la sociedad civil y el Estado (Otálvaro, Fernández y Cano, 2007, pp.58-59). La 
política pública, existe en cuanto se identifique un bien o interés público que 
proteger; al respecto André-Noël Roth señala que: “las políticas públicas constituyen 
las herramientas desarrolladas por el Estado para favorecer y garantizar el 
cumplimiento y el respeto a estos derechos considerados como bienes públicos 
fundamentales constitutivos de una sociedad democrática” (p. 57). 
Ahora bien, es importante señalar que no se puede reducir el tema de las 
políticas públicas a un tema particular de los sistemas de Gobierno democráticos; 
ello, en tanto se establece que, la política pública, convoca a temas de construcción 
social, aunque, los temas sean mejor desarrollados, en escenario de sistemas 
democráticos. Lo anterior, dado el carácter vinculante de distintos actores en un 
mismo plano de participación política, en lo que Habermas (1996, pp. 9-81 y 1999, 
pp. 20-22), califica como democracia deliberativa. En línea con lo anterior, Roth 
señala que, como resultado, la política pública es: 
un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados 
necesarios o deseables, de medios y acciones que son tratados, por lo 
menos parcialmente, por una institución u organización gubernamental con 
la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales o colectivos 
para modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática. 
(2007, p. 59) 
 Allí aparece el tema de la problemática como eje de decisión, lo cual deja a 
la política pública como una herramienta de intervención frente a un panorama de 
hechos sociales que merecen solución. En este sentido, la política pública es más 
una herramienta de mitigación de un impacto, que la prevención del mismo; caso 
preciso de los habitantes de calle, esta sería la manera de desarrollar más una 
intervención social que, la manera de evitar el suceso de la misma. Jaider Otálvaro 
y colaboradores, señalan al respecto: 
las políticas públicas son un conjunto de decisiones del Estado que pueden 
surgir de manera simultánea o secuencial como respuesta a situaciones que 
por consenso de los diferentes actores del espacio político son consideradas 
como problemáticas y prioritarias; en esta medida, son incluidas en las 
agendas y presupuestos públicos. (2007, p. 59) 
 La propuesta que en tanto se sigue para el actual documento, coloca a las 
políticas públicas como la sinergia administrativa que, lleva a situaciones de diseño 
e implementación de planes y programas, para mitigar una problemática social, 
como también la evaluación sobre los resultados de implementación de la misma. 
No se debe pasar por alto que, en Colombia, toda política pública debe ser 
consecuente con la Constitución Política de Colombia, los Planes de Desarrollo sea 
nacionales, locales o territoriales, documentos de política, y otros, con el carácter 
por lo general, de leyes, decretos u ordenanzas. 
En este sentido, para lograr la comprensión del documento desarrollado a 
continuación, la aproximación al concepto de política pública, tiene un contenido de 
distintos elementos, no obstante, estratégicamente asociados a los mismos, se 
encuentran las directrices normativas que, guían el desarrollo de la política; por ello, 
en lo que sigue, se establece un énfasis preciso en el contenido normativo de, en 
este caso, la política pública que, es aplicable a los habitantes de calle de la ciudad 
de Bogotá.  
2. Política pública de habitante de calle en Colombia 
El tratamiento de política pública de los habitantes de calles en Colombia es 
un tema que, hasta los más reciente, ha tenido una relativa atención normativa, 
esto, con la expedición de la Ley 1641 de 2013, sobre la cual se debe decir, no ha 
tenido una implementación clara, que materialice el acceso a derechos de toda la 
población que en el país se encuentra en esta situación (Munevar, 2015, p. 17). Al 
respecto, la misma Corte Constitucional en Sentencia T-043 de 2015, ha exhortado 
al Gobierno Nacional, y en particular con ocasión de este fallo, a que las autoridades 
de la salud implementen lo contenido en referenciada norma. En su parte resolutiva, 
el Alto Tribunal exhorta: 
“al Ministerio de Salud y a las demás autoridades responsables de la 
implementación y desarrollo de la Ley 1641 de 2013, para que culminen a la 
mayor brevedad posible el proceso de socialización y formulación de la 
política pública para los habitantes de la calle. La Procuraduría General de 
la Nación, por su parte, habrá de velar porque las entidades responsables 
cumplan con sus metas y cronogramas de operación.” 
Conforme a lo señalado por la Corte Constitucional en este, y demás apartes 
de la Sentencia, las autoridades vinculadas multidisciplinariamente a la atención de 
personas en condición de habitantes de calle deben generar las herramientas 
institucionales enfocadas a su atención, en los términos descritos tanto en la norma 
que consolida la política pública, como en lo contenido en esta y otra jurisprudencia, 
por la cual se exhorta entre otras cosas, a propugnar por una cambio en el enfoque 
de la fracasada política criminal antinarcóticos a un ámbito más en la lectura de 
problemática de salud pública (Pérez, p. 73),  
. En este sentido, para la mejor comprensión de estos elementos que, marcan 
la atención de los habitantes de calle en el país, a continuación, se expone el 
contenido de la norma, para luego revisar la afinidad de la misma con la política 
pública generada para el Distrito Capital, que lleva finalmente a la discusión 
jurisprudencial sobre su contenido. 
2.1. Elementos de política pública contenidos en la Ley 1641 de 2013 
Con la expedición de la Ley 1641 de 2013, el legislativo buscó generar un 
nuevo escenario de garantía de derechos fundamentales, a todas las personas en 
el país que viven en las calles (Jaramillo, Fernández y Bedoya, 2017, pp. 180-181). 
Bajo este precepto, lo primero correspondió a generar una definición conceptual 
sobre cada uno de los referentes categóricos a usar en la atención a esta población, 
sobre lo cual se quiere extraer la definición de habitante de calle y habitabilidad de 
calle y, calle, contenidos en los literales b, c y d, del artículo 2 de la norma en 
comento, los cuales señalan; 
b) Habitante de la calle: Persona sin distinción de sexo, raza o edad, que 
hace de la calle su lugar de habitación, ya sea de forma permanente o 
transitoria y, que ha roto vínculos con su entorno familiar; 
c) Habitabilidad en calle: Hace referencia a las sinergias relacionales entre 
los habitantes de la calle y la ciudadanía en general; incluye la lectura de 
factores causales tanto estructurales como individuales; 
d) Calle: Lugar que los habitantes de la calle toman como su residencia 
habitual y que no cumple con la totalidad de los elementos para solventar las 
necesidades básicas de un ser humano. 
Conforme a los elementos señalados en la política, el tema de los habitantes 
de calle no solo lleva al reconocimiento de las personas que desarrollan su 
habitualidad de vida viviendo en las calles o lugares públicos, sino también en lo 
que corresponde a la relación entre la persona en mencionada condición, y cómo 
desarrolla su entorno con el resto de la ciudadanía, y en consecuencia de la manera 
como a su vez logra, una relación institucional entre los distintos actores vinculados 
con su atención (Tarazona, Cristancho, Espinosa, Hernando y González, 2017, p. 
52). 
Al determinar la ley que, la calle es un espacio donde la vivencia se desarrolla 
sin el cumplimiento de unas necesidades básicas, se tiene entonces per-sé que, la 
condición de habitar las calles conduce a un estado des-dignificado, de la existencia 
y la supervivencia (Sierra y Carrillo, 2013, p. 91), empero, este es punto que ha 
generado en lo más reciente cierta complejidad en la comprensión de esta 
problemática social, en el sentido que entra en juego a su vez la libertad de decisión 
de la persona de vivir en dicha situación, lo cual ha merecido un estudio 
constitucional, en Sentencias C-040 de 2006 o C-464 de 2014 sobre lo cual el Alto 
Tribunal ha señalado que esta es parte de la materialización del libre desarrollo de 
la personalidad; 
En Colombia, las políticas perfeccionistas se encuentran excluidas, “ya que 
no es admisible que en un Estado que reconoce la autonomía de la persona 
y el pluralismo en todos los campos (CP arts 1º, 7º, 16, 17, 18, 19 y 20), las 
autoridades impongan, con la amenaza de sanciones penales, un 
determinado modelo de virtud o de excelencia humana”. En efecto, se corre 
el riesgo de prohibir determinados modos de vida por razones filosóficas, 
religiosas o políticas, lo cual es incompatible con la garantía del pluralismo. 
Además, la propia dignidad humana se ve comprometida “ya que la persona 
queda reducida a un instrumento para la defensa de valores abstractos pues, 
a pesar de no afectar derechos de terceros con su conducta, su autonomía 
individual es sacrificada en nombre de la protección de tales valores”. 
Por lo anterior, en nuestro país cada persona es “libre” de desarrollar su 
personalidad acorde con su plan de vida. Es a cada individuo a quien 
corresponde señalar los caminos por los cuales pretende llevar su existencia, 
sin afectar los derechos de los demás. “Es únicamente a través de esta 
manera donde efectivamente se es digno consigo mismo”. De este modo, la 
“mendicidad” ejercida por una persona de manera autónoma y personal, sin 
incurrir en la intervención de un agente intermediario a través de la trata de 
personas, no es un delito ni una contravención. De hecho, cualquier tipo de 
reproche jurídico, sea en forma de sanciones o intervenciones terapéuticas 
forzadas, resulta inadmisible en tanto cosifica al habitante de la calle en aras 
de un supuesto modelo ideal del ciudadano virtuoso o a manera de una 
acción preventiva en contra de un potencial criminal. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-043 de 2015) 
Lo anterior, es un punto controversial por demás que se desarrolla con más 
profundidad en la última parte del documento, aunque bien se puede señalar por el 
momento que, la condición de mendicidad aquí asociada, o de habitante de calle 
como se recoge en la Ley 1641 de 2013, acopia esta aproximación conceptual para 
reconocer este y otros principios, en marco de la ejecución e implementación de la 
política pública en cualquier lugar del territorio nacional. En su artículo 5, la norma 
establece; 
La política pública social para habitantes de la calle se fundamentará en el 
respeto y la garantía de los derechos y libertades consagrados en la 
Constitución Política, el enfoque diferencial por ciclo vital, priorizando niños, 
niñas y adolescentes y, de manera especial, en los principios de: 
a) Dignidad Humana; 
b) Autonomía Personal; 
c) Participación Social; 
d) Solidaridad; 
e) Coordinación, concurrencia y subsidiariedad entre los diferentes niveles 
de la Administración Pública. 
La política pública de habitabilidad de calle, consagra entonces la 
materialización de unos principios esenciales que se pueden traducir en el 
reconocimiento de derechos, tal y como sucede con la libertad que cobija al 
habitante de calle, para decidir seguir en la calle, y no recibir la ayuda en especie 
brindada por la autoridades del caso, como lo es vestuario, alimentación, o techo, 
pero que se sujeta a que en muchos casos, el habitante se someta a tratamientos 
de desintoxicación y des-drogadicción; y por su vínculo profundo con las drogas y 
el mundo de la calle, son ayudas rechazadas por estas personas (Ocampo, 2016, 
p. 89). 
Frente a lo anterior, el siguiente aparte del documento explora la manera 
como ello se ha visto normativizado en la ciudad de Bogotá, a través de la política 
pública distrital de atención al habitante de calle y la ciudad, y que se debe decir, 
aparece como uno de los pocos avances que han tenido los Gobiernos territoriales 
al respecto. Bogotá, con la expedición del Decreto 560 de 2015, aparece como una 
de las ciudades del país, que más ha avanzado en una política para el habitante de 
calle, con las condiciones que se explican a continuación. 
3. Política pública de habitabilidad en calle para la ciudad de Bogotá 
Uno de los temas que más ha marcado, la actual administración de Bogotá 
es el operativo realizado para desmantelar lo que se conocía como la calle del 
Bronx, lugar del centro de la ciudad, que pasó a ser una de las mayores “ollas” de 
la ciudad, tras el fin de la calle del Cartucho, en lo que hoy es parte del Parque 
Tercer Milenio (Tamayo y Navarro, 2011, p. 12). Al respecto de esta intervención, 
Juan Jaime (2017), recoge los siguientes elementos sobre lo que sucedió en aquel 
momento; 
Esta situación generó rechazo por parte de organizaciones de derechos 
humanos, así como de vecinos de las zonas hacia donde los habitantes de 
calle del Bronx se desplazaron, principalmente acosados por la policía. Las 
primeras deseaban que hubiera un trato digno hacia los habitantes de calle 
y una respuesta institucional adecuada, mientras que las segundas se 
quejaban de la presencia de habitantes de calle en sus barrios. Ambas 
acusaban al gobierno de haber improvisado la intervención en el Bronx, 
preocupándose principalmente por el aspecto policivo y dejando las 
consecuencias sociales a un lado. Estas críticas tuvieron eco en los medios 
de comunicación, que cuestionaron la desarticulación de la institucionalidad 
distrital. 
El gobierno distrital actual, que ha sido señalado de desmantelar los 
programas sociales para enfocarse en el desarrollo de la infraestructura de 
la ciudad, reaccionó a las críticas principalmente de dos maneras. Por un 
lado, activó los programas de atención que quedaban de administraciones 
anteriores y generó una campaña de medios para mostrar sus resultados en 
la implementación de programas sociales y en el mejoramiento de las cifras 
de seguridad. En este sentido, frente a aquellos habitantes de calle que no 
quisieron involucrarse en los programas del distrito, hubo un intento de 
institucionalizarlos forzosamente y, al parecer, de enviarlos a otras ciudades 
en algunos casos a centros de rehabilitación y en otros casos simplemente 
a la calle. (p. 176-177) 
En efecto, lo que fue el operativo de intervención en el Bronx, generó un 
debate que se encarriló más por otros temas, que lo que verdaderamente debió 
haber llamado a la discusión, siendo a saber, la evidente falta de acceso a servicios 
y derechos que se establece sobre un número de personas en la ciudad, que según 
el censo más reciente de la Secretaría Distrital de Integración Social [SDIS], 
sucedido en 2011, en la ciudad habían 9.614 personas en dicha condición, valor 
que está en la media del periodo 2001-2011 (Bogotá Cómo Vamos, 2016, p. 3). 
Frente a lo dicho, el actual documento discute la problemática concerniente 
al acceso a derechos de esta población, para el caso puntual de la ciudad de 
Bogotá, conforme a lo contenido en el Decreto 560 de 2015. En este sentido, se 
considera que el actual lineamiento de política conduce a un panorama de 
reconocimiento de derechos, como criterio normativo, que puede, tener limitantes 
operativas al momento de ser implementado, como a su vez lo señalan Milena 
Bernal y Viviana Londoño (2016, p. 760), en estudio similar hecho para la ciudad de 
Bucaramanga. 
3.1. Decreto 560 de 2015 como política pública de habitantes de calle en 
Bogotá 
Con la expedición del Decreto Distrital 560 de 2015, se derogaron los 
Decretos Distritales 136 de 2005 y 170 de 2007, acogiendo el marco normativo de 
la nueva política pública de atención en Bogotá del habitante de calle, todo un 
compendio normativo nacional e internacional, que son consecuentes con los 
elementos de reconocimientos de derechos que se debe dar para con esta 
población (Gutiérrez, 2015, p. 6). En este sentido, el considerando del Decreto en 
comento, en una primera parte, recoge la normatividad internacional del caso, e 
involucra el reconocimiento de los derechos humanos, como condición inalienable 
de todas las personas. 
Luego, reconoce que la Constitución de 1991, en su artículo 13 busca que 
existan “condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados”, lo cual conlleva a reconocer que, “El 
Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta 
y sancionará los abusos o maltratos que contra ella se cometan". De allí, se llega 
luego a la mención de la comentada Ley 1641 de 2013, y la lectura jurisprudencial 
al respecto del habitante de calle. 
El contenido de los elementos señalados que se recogen del Decreto 560 de 
2015, se establece parte importante de los elementos referenciales sobre los cuales 
se considera, que existe la necesidad social y jurídico-política, por lograr el 
reconocimiento real de derechos sobre la persona habitante de calle en la ciudad 
de Bogotá, desde un enfoque de derechos, diversidad poblacional, territorio y 
género, como se establece en el artículo 4, el cual señala; 
La Política Pública Distrital para el Fenómeno de la Habitabilidad en Calle 
establece los Enfoques de Derechos, Diferencial, Territorial y de Género 
como aquellos que definen, ordenan y determinan el cuerpo valorativo, 
teórico, político y de acción de la política pública, esto significa que el Estado 
debe garantizar que la acción pública se oriente a la promoción, protección, 
restablecimiento, garantía y realización de los derechos de las Ciudadanas 
y los Ciudadanos Habitantes de Calle del Distrito Capital, reconociendo la 
diversidad de las poblaciones, las inequidades y desigualdades en el marco 
de la garantía de los derechos, así como las particularidades relacionadas a 
cada territorio. 
La política, está diseñada por seis componentes, siendo estos orientados a 
la resignificación del fenómeno de habitante de calle, y su habitabilidad en la ciudad, 
“por medio de la implementación de acciones estratégicas integrales, diferenciales, 
territoriales y transectoriales”. Dichas acciones, se incluyen entonces en los seis 
componentes que materializan la política, en los ámbitos que se mencionan a 
continuación; 
1. Desarrollo Humano y Atención Social Integral 
2. Atención Integral e Integrada en Salud 
3. Seguridad Humana y Convivencia Ciudadana 
4. Generación de Ingresos, Responsabilidad Social Empresarial y 
Formación para el Trabajo 
5. Movilización Ciudadana y Redes de Apoyo Social 
6. Desarrollo Urbano Incluyente 
Sobre la base de estos ejes de política, han avanzado desde la 
administración anterior, las tareas encargadas a la SDIS, y por las cuales se han 
puesto en funcionamiento en distintas partes de la ciudad; Centros de Autocuidado; 
Centros de Acogida; Centros de Desarrollo Personal Integral y; Centro de 
Protección Integral para Ciudadanos Habitante de calle en alta Dependencia 
Funcional, en atención brindada a más de 2.400 personas a cifras de 2014 (SDIS, 
2015, p. 7). 
En lo corrido de la actual administración, las acciones de política 
posiblemente no sean más a favor de los habitantes de calle, y esto como 
conclusión a la que se puede llegar a partir de las acciones desarrolladas en los seis 
primeros meses de Gobierno de la actual administración, ya que, al respecto, Jaime 
señala, conforme a lo visto tras la intervención en el Bronx y las decisiones al 
respecto del Secretario de Seguridad, lo siguiente; 
Hay que aclarar que la intervención se dio en los primeros seis meses del 
gobierno del actual alcalde Enrique Peñalosa. En este sentido, el alcalde no 
tenía gran margen de maniobra para implementar programas de gobierno, si 
esa hubiera sido su intención frente a la situación de las personas habitantes 
de calle de Bogotá. Sin embargo, el nuevo Secretario de Seguridad eliminó 
de entrada el único programa de reducción del daño con el que contaba la 
ciudad, el CAMAD, que hacía presencia constante en el Bronx. (2017, p. 177) 
Teniendo en cuenta que la implementación de la política está 
necesariamente asociada a la dirección política del Gobierno de la ciudad, habría 
que esperar el resultado que en el que, en el periodo del actual Gobierno se 
presente, sobre la atención al ciudadano habitante de calle en Bogotá, y la manera 
como la SDIS, implemente para lo corrido del periodo del actual mandatario, el 
Decreto Distrital 560 de 2015. Como se ha señalado, este Decreto recoge un 
compendio importante de normatividad nacional e internacional, que en lo que 
sigue, se presenta a su vez como resultado de la discusión jurisprudencial al 
respecto. 
En este sentido, se establece que en efecto los derechos de las personas 
habitantes de calle, han sido evidentemente vulnerados, y que las acciones de 
política ejecutadas en los últimos años, han permitido mitigar tal realidad, sin 
embrago, se insiste, en que la actual administración debe seguir avanzando en lo 
ya hecho, y profundizar más en las acciones desplegadas, con el propósito de que 
la atención no llegue solo a una parte de la población en dicha situación, sino en lo 
posible a toda, ahora, esto no solo por el cumplimiento de lo dispuesto en el Decreto 
Distrital reglamentario de la política, sino a su vez en lo dispuesto por la diferente 
jurisprudencia constitucional, emitida al respecto, que es lo que se entra a ver a 
continuación. 
4. La Corte Constitucional en el debate sobre habitantes de la calle 
La expedición de la Ley 1641 de 2013, establece los lineamientos generales 
por los cuales el legislador constituye la política pública social para atención a la 
población habitante de la calle, a partir de la garantía, promoción, protección y 
restablecimiento de derechos hacia estas personas; esto, con base en la puesta en 
marcha de programas de atención integral, rehabilitación e inclusión social, lo cual 
involucra a diferentes instituciones asociadas a la atención social de la población 
por parte del Estado, en sus diferentes niveles ejecutivos. 
Parte fundamental de los hechos que llevan a que se diseñe un marco 
normativo sobre atención a población habitante de calle a nivel nacional, recae en 
las diferentes sentencias constitucionales que, como la T-057 de 2011, desarrolla el 
tema de las acciones afirmativas que deben ser accionadas por parte del Estado y 
la sociedad, a favor de las personas habitantes de calle que, para el caso puntual, 
enfatizó en el acceso al derecho a la salud; 
En una sentencia más reciente, esta Corporación hizo especial énfasis en la 
responsabilidad que le compete al Estado y a la sociedad para velar por el 
respeto a las garantías mínimas de vida digna a la que tienen todas las 
personas, y con mayor razón cuando éstas, por su estado de indigencia no 
pueden asumir tal responsabilidad. Sobre el particular se indicó: 
“(…) la Corte ha admitido que los derechos sociales de las personas en 
situación de indigencia pueden concretarse y generar un derecho público 
subjetivo de inmediata aplicación cuando el accionante se encuentra en una 
situación de extrema indigencia. Así, la Corte ha afirmado que en caso de 
que se evidencie una grave afectación del mínimo vital de quien solicita 
atención y la persona en estado de indigencia carece de un núcleo familiar 
cercano que cubra sus requerimientos, procede ordenar de manera 
excepcional la atención del Estado ante la situación de indigencia por tutela”. 
[Sentencia T-684 de 2002. Argumento reiterado en la sentencia T-646 de 
2007] 
Frente a estas circunstancias, donde la situación de vida del indigente o 
habitante de la calle es de manifiesta debilidad y que la misma se puede ver 
agravada, cuando, como en el caso que nos ocupa, la delicada condición 
humana se ve aún más comprometida en razón a la afectación de su salud 
física y/o mental, es en estos momentos en los que el Estado debe 
responder, interviniendo de manera directa e inmediata a fin de brindar 
protección a quienes hacen parte de esos sectores marginados, con lo cual 
se obliga a que los indigentes sean objeto de un trato preferente, 
principalmente en lo relacionado con la atención en salud. 
En concordancia con lo anterior, en Sentencia T-043 de 2015, la Corte, al 
realizar un análisis detallado acerca de la atención integral para con los habitantes 
de la calle, reiteró la responsabilidad que recae en el Estado sobre la garantía al 
derecho fundamental a la salud en este tipo de personas, teniendo en cuenta que 
parte importante de mencionada problemática, viene asociada al tratamiento 
interprofesional de la drogadicción. Sumado a ello, el Alto Tribunal no escatima, en 
ver la clara ausencia de materialización del Estado social de derecho, en este tipo 
de población, señalando al respecto lo siguiente; 
(…) una vida así ya no puede ser indiferente al Estado Colombiano. Es más, 
las condiciones de los habitantes de la calle resultan ser un buen rasero para 
evaluar la vigencia real de un Estado social y democrático de 
derecho, consagrado en el artículo 10de la Constitución Política. Al igual que 
cualquier otro ser humano, el habitante de la calle cuenta con una trayectoria, 
con un pasado, tiene necesidades y sentimientos, así como una explosiva 
creatividad e ingenio por explotar. Entre ellos han desarrollado 
además formas de socialización, ocultas y alternas pero existentes. 
Es por razones como la anterior, que la Corte Constitucional, exhorta, como 
ya anteriormente se había mencionado, al Ministerio de Salud y demás autoridades 
responsables a la implementación y desarrollo de la Ley 1641 de 2013; siendo ello 
parte fundamental de las condiciones que pueden llevar a mejorar la dignificación 
de las vidas, de las personas que están inmersas en el mundo de habitabilidad de 
calle, por distintos factores que, finalmente llevan a la pauperización de su 
existencia. Frente a ello, también resulta valioso el análisis que la Corte hace, sobre 
la elección que lleva a que las personas decidan vivir en la calle; 
(…) el exagerado énfasis en la libertad individual corre el riesgo de conducir 
a respuestas insuficientes. Llegar a sostener que todos los ciudadanos 
ostentan el mismo derecho de dormir en la calle, como si se tratase de una 
alternativa verdaderamente libre y autónoma, como si los oscuros callejones 
de la ciudad, el frío y el hambre fuesen una decisión estrictamente personal 
y voluntaria, conduce a un entendimiento limitado de una problemática 
mucho más profunda. (Corte Constitucional, Sentencia T-043 de 2015) 
Lo anterior permite establecer el punto de partida, sobre el cual en el actual 
documento se reflexiona, respecto a la situación de las personas habitantes de calle; 
siendo ello, la separación de la sugestiva apreciación de la libertad, como 
fundamento decisional de la persona que, se encuentra en estudiada situación; 
sobre ello, se quiere precisar que, en la comprensión social de esta condición, las 
personas que están habitando las calles de manera transitoria o permanente, o más 
claro aún, tienen a esta como su lugar de pernoctación, llega allí empujados por 
dinámicas sociales severas, como la extrema pobreza, o también, por la 
drogodependencia creada. 
Sobre lo anterior, bien se podría volver a la antes citada Sentencia, para 
revisar la manera como el Tribunal Constitucional, acoge la posición enmarcada en 
el Informe de la Relatora Especial sobre la extrema pobreza y los derechos 
humanos de la Organización de las Naciones Unidas [ONU], presentado en 2011, 
por el que, se genera la reflexión respecto a la condición, no solo del habitante de 
cale, sino también de las personas pobres o extrema pobreza, quienes asumen un 
tipo de rechazo social por su condición, dicho de la siguiente manera en la Sentencia 
de la Corporación: 
En un sugestivo informe presentado por la Relatora Especial sobre la 
extrema pobreza y los derechos humanos se advierte sobre los prejuicios 
que suelen imponerse a los pobres asumiendo que se trata de una elección 
autónoma producto de la pereza y la irresponsabilidad, ignorando que 
corresponde a un fenómeno multidimensional mucho más complejo y del 
cual es prácticamente imposible de escapar sin un apoyo institucional serio. 
“No se elige la pobreza como estilo de vida. Las personas sin hogar 
preferirían una vivienda segura, asequible y adecuada a los parques públicos 
o las estaciones de autobuses”, asevera la Relatora. Quienes luchan 
diariamente por sobrevivir con prestaciones sociales preferirían un empleo 
seguro, estable, bien remunerado y productivo a estar expuestos a la 
discriminación y vivir en constante temor de verse privados de su propia 
existencia. (Corte Constitucional, Sentencia T-043 de 2015) 
En este sentido, se puede inferir que, en efecto, cualquier persona del 
colectivo social, preferiría vivir en condiciones dignas de vida que, sometido al 
prejuicio social y rechazo con ocasión de su debilidad material manifiesta, por tanto, 
considerar la habitabilidad en las calles como una condición de elección humana, 
sugiere un tipo de mezquindad argumental de quien así lo pronuncia, el cual, por lo 
general, puede estar hablando desde la comodidad social derivada de no estar en 
la posición del habitante de calle. Refuerza la Corte lo anteriormente indicado, 
señalando: 
(…) A la par de grave es que dicho proceso de estigmatización genera un 
sentimiento de vergüenza que desalienta a estas personas que viven en la 
pobreza a acercarse a los funcionarios públicos en busca del apoyo que 
requieren. Para no exponerse a una discriminación social aún mayor puede 
que estos se abstengan de reclamar derechos como los vales o 
subvenciones para alimentos, el acceso a la vivienda pública o la atención 
gratuita en clínicas de salud. Y así, la calle los atrapa más, junto con las 
falsas promesas que las drogas les tienen preparadas; al tiempo que la 
sociedad les da la espalda por miedo o simple indiferencia y las autoridades 
les esconden para atraer mayor inversión. Esta es la espiral descendiente 
que les arroja al abismo y los sitúa en un estado de naturaleza en el que la 
violencia se vuelve una opción para sobrevivir ante una comunidad que optó 
por olvidarles. (Corte Constitucional, Sentencia T-043 de 2015) 
Frente a lo expresado por la Corte Constitucional, se comparte el énfasis en 
que la condición de habitabilidad de calle no está superpuesta a una decisión libre 
y personal de así hacerlo, pues, esta es una condición que muchas veces está 
condicionada a la dependencia a las drogas, o condiciones psicosociales o 
socioeconómicas, que desfiguran la propia decisión de preservación de la vida; y en 
dicho sentido, la que parece una decisión libre y voluntario, muchas veces no cuenta 
con la voluntariedad de la persona, ante la ausencia de la misma por la 
drogodependencia. 
Ahora, aquí se presenta un elemento fundamental de la discusión, en lo que 
corresponde a la posibilidad que tienen las autoridades en la materia, para conducir 
a personas en situación de habitabilidad de calle, a lugares en los cuales se les 
pueda brindar programas de atención multidisciplinar, y frente a ello, la solicitud 
hecha por el actual Gobierno de la ciudad de Bogotá a la Corte Constitucional, para 
revisar precisamente la Sentencia T-043 de 2015, en la que se concluye que no se 
puede conducir a las personas habitantes de calle, a sitios so pretexto de buscar su 
atención. Juan Jaime (2017), recoge este elemento de debate de la siguiente 
manera; 
El Secretario de Seguridad criticó la sentencia porque no le permitía 
“declararlos interdictos a partir del concepto de un comité médico, para tener 
la capacidad de someterlos a un tratamiento”. Una parte de la queja del 
Secretario de Seguridad está anclada en la justificación legal del Decreto 
1500 de 2014 de la ciudad de Medellín, que permite que la policía conduzca 
forzosamente a los habitantes de calle a que les sean realizadas, 
forzosamente, evaluaciones médico-psiquiátricas que culminen en una 
sentencia de interdicción. (p. 178) 
La posición que al respecto se establece en el actual documento, es que, si 
bien el Estado a través de las instituciones correspondientes deben brindar atención 
y garantizar el acceso a derechos en este grupo poblacional, no se puede llegar a 
escenarios de retención forzada y desplazamiento a lugares precisos, sino que, se 
sugiere, en el marco de la composición de grupos de trabajo interdisciplinarios para 
el tratamiento de esta población, que se cuente con personas que puedan persuadir 
en las calles, a las personas en dicha condición, a tomar las ayudas de las 
instituciones estatales. 
Para que ello funcione, es a su vez necesario que, los programas ofertados 
para la atención de este tipo de población sean lo suficientemente adecuados, con 
el fin de reducir en lo más posible, toda condición que lleve al habitante de calle a 
desestimar la ayuda estatal. En este sentido, al ver que en la actualidad la 
administración distrital puede estar reduciendo el panorama de ayudas que puede 
recibir el habitante de calle, en el marco de la implementación de la política pública 
para ellos diseñada, posiblemente se esté frente a un escenario de inefectividad de 
las acciones adelantadas, para que, en el marco del Estado social de derecho, se 
le pueda brindar una atención adecuada a este grupo de personas. 
5. Habitantes de calle, política pública y enfoque de derechos en el caso 
de Bogotá 
Cuando se hace referencia al enfoque en derechos humanos, se está 
hablando de una nueva perspectiva en el marco del desarrollo de las distintas 
etapas de las políticas públicas, que coloca el desarrollo colectivo, como eje 
estratégico en un trabajo mancomunado entre el Estado y la sociedad civil, en un 
enfoque que se desprende de la adaptación socio-jurídica, de los principios de 
integralidad e interdependencia de los derechos humanos (Garretón, 2004, p. 11). 
Para Manuel Calvo (2005, p. 21), el enfoque de derechos es un punto de partida, 
para el rompimiento con el esquema tradicional de clasificación que, coloca a los 
derechos civiles y políticos como complementarios de los de primera generación; 
fundamentales para el caso colombiano. 
Sin embargo, para una mejor comprensión conceptual, es importante 
diferenciar entre los derechos humanos; en logro de un fin jurídicamente reconocido, 
y el enfoque en derechos humanos; la manera como se logra la consecución de 
dichos derechos (Güendel, 2000, p. 27). Para este autor existe una transversalidad 
que se marca por el principio de dignidad humana, en dicho sentido, la política 
pública no se construye de la estructura social, sino desde las personas que son 
parte de dicha estructura social, de una manera auto-referenciada. 
A partir de esta concepción, se establece que, el enfoque en derechos 
humanos conlleva a la protección de los derechos fundamentales (civiles y 
políticos), sea a partir de garantías en educación, salud, trabajo, mínimo vital. Esto 
incide, necesariamente en aspectos como la gobernabilidad, por lo mismo se puede 
afirmar que el enfoque en derechos humanos reconfigura el paradigma en la 
solución de las problemáticas vía políticas públicas (Jiménez, 2007, p. 32). 
Lo anterior permite señalar que, a partir de la formulación de las políticas 
desde un enfoque diferencial, se logra conciliar los derechos económicos, sociales 
y culturales o derechos de segunda generación y, por otra parte, se pretende la 
reivindicación de grupos tradicionalmente marginados, o cuyo peso en derechos, no 
ha sido el equivalente a un sano goce y disfrute de los mismos. Este, es el caso de 
la población habitante de calle, en la que el enfoque en derechos humanos desde 
el enfoque diferencial busca visibilizar su marginalidad y desatención institucional, 
retomando así la integralidad en derechos que, se propone en la formulación de las 
políticas públicas con un enfoque en derechos humanos. 
Para lograrlo, es necesario que la administración avance, en la 
implementación de acciones estratégicas, consecuentes con el enfoque diferencial, 
por medio de las cuales se intercambien experiencias y saberes, empíricos y 
científicos, información diferencial que, lleve a la inclusión y visibilización de acceso 
a los derechos humanos en esta comunidad específica. En este sentido, la apuesta 
de la administración distrital para el tratamiento de las problemáticas asociadas al 
habitante de calle debe pasar primero, por el reconocimiento de aquellos sujetos, 
como personas a los que primero, hay que protegerlos en sus derechos humanos, 
contemplando cuando lo requiera, la atención material para la garantía de la 
dignidad humana. 
Conclusiones 
Cuando se hace referencia a los derechos humanos en las políticas públicas, 
se está hablando de una nueva perspectiva que toca transversalmente el desarrollo 
de sus distintas etapas, y que colocan el desarrollo colectivo, como eje estratégico 
en un trabajo mancomunado entre el Estado y la sociedad civil, que conduce a la 
adaptación socio-jurídica, de los principios de integralidad e interdependencia de los 
derechos humanos, y del que no puede quedar al margen grupos poblacionales, 
como sucede en el caso de las personas habitantes de calle. 
En este sentido, se establece que, el reconocimiento de derechos en 
población habitante de calle debe pasar por el reconocimiento esencial de la 
dignidad humana, como condición por la cual se faculta desde el Estado social de 
derecho, la existencia misma de la persona, en por lo menos, condiciones de acceso 
a derechos fundamentales, que le permita el acceso a unos servicios en 
consecuencia de lograr la preservación a través del reconocimiento de un mínimo 
vital material. 
Es en lo anterior que, recae la discusión frente al acceso a derechos de la 
población habitante de calle en la ciudad, lo cual a su vez también reconoce la 
necesidad de llevar la problemática que da origen a la política a una esfera de lo 
público y en dicho sentido, utilizar la materialización del Estado social de derecho, 
como un elemento de mínimo acceso material, que reduzca las contingencias, ante 
la ausencia de factores asociadas a la preservación de la vida en personas con un 
alto riesgo psicosocial y socioeconómico. 
A partir de esta concepción, es que se llega al enfoque en derechos, que 
conlleva a que en la protección de los derechos fundamentales (civiles y políticos), 
sea genere a partir de la garantía y promoción de derechos humanos, como es el 
caso del derecho a la libre locomoción que, en el análisis documental hecho 
conduce necesariamente al tratamiento de política pública del habitante de la calle, 
y la manera en que actores como la Corte Constitucional, han salido avante en la 
defensa de los derechos de las personas incluidas en este grupo social. 
Lo dicho lleva, a establecer conforme al estudio hecho por el actual 
documento, a que se reconozca parcialmente una debilidad institucional en la 
materialización de la política de habitante de calle en la ciudad de Bogotá, toda vez 
que, si bien en lo normativo se puede encontrar un avance considerable en los 
últimos 4 años, al momento de ver dichos documentos de política materializados en 
la realidad, se puede encontrar que falta una mayor presencia institucional en 
atención a este tipo de población, por lo cual se insta, a la actual administración, a 
seguir avanzando en los avances logrados en los últimos años al respecto, de tal 
manera que no se precarice más la condición de habitante de calle en la ciudad. 
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